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I.- HECHOS

Primero.- En  su día tuvo entrada en esta Institución  un  escrito de

queja que quedó registrado con el número de referencia arriba expresado, al

que  ruego  haga  mención en ulteriores contactos que llegue  a  tener con

nosotros.

Segundo.- En el referido escrito de queja se aludía a que D. F. V., de

78 años de edad, residente en Mazaleón, recibió en el mes de junio una carta

en la que la responsable del Hospital Comarcal de Alcañiz le garantizaba que

antes del día 19 de ese mismo mes el paciente estaría operado de la cadera.

Se nos indicaba que, pese a ello, en el mes de octubre, el paciente

todavía no había sido intervenido, siendo que los dolores que padecía eran

insoportables.

Tercero.- Habiéndose examinada el citado escrito, se acordó admitir

el  expediente  a  supervisión, y dirigirnos al Departamento  de  Salud y
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Consumo de la Diputación General de Aragón con la finalidad de recabar la

información precisa sobre la cuestión planteada en el mismo.

Cuarto.- En  cumplida atención a nuestra  solicitud,  se nos

proporcionó un informe en los siguientes términos:

“El paciente fue incluido el día 21 de diciembre de 2005 en la lista de

espera  quirúrgica, venciendo el plazo de demora  máxima  para su

intervención  el   día 19 de junio de 2006. D. F. V.  aún  no  ha sido

intervenido  en  la actualidad, por lo que estamos  ante  un  caso de

incumplimiento de garantía de demora.

Este paciente  precisa de una prótesis especial que,  por  su  mayor

coste y complejidad, no es aceptada por los centros concertados con

los que  trabajamos, razón por la que no se propuso  que fuese

operado  fuera  del Hospital de Alcañiz, tal y como habitualmente se

hace  en  aquellos casos de imposibilidad de cumplimiento  de los

plazos establecidos.

La Dirección del Hospital de Alcañiz reconoce su error por no haber

informado  con  precisión a D. F.V. sobre la situación y  expectativas

acerca de su intervención.

Asimismo, y sin que sirva de disculpa, cabe añadir que en el período

comprendido  entre los meses de julio y septiembre,  por  motivo de

vacaciones  y  bajas laborales, el Hospital únicamente  ha  podido

contar,  de media, con tres de los seis Traumatólogos de plantilla, lo

que ha podido  ser la causa última de esta disfunción.  De hecho, la

intervención  del  interesado llegó a estar prevista,  según  el parte

quirúrgico, para el mes de agosto y tuvo que ser retirada debido a la

concurrencia de intervenciones de urgencia.



Por último,  se  debe señalar que, una vez revisado  el  caso  con el

médico a cargo de D. F.V. así como con el resto de Facultativos del

servicio  de  Traumatología, la intervención de este  paciente  queda

programada para el próximo día 2 de noviembre.”

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- Esta  Institución reconoce y valora de  forma  positiva el

hecho  de  que  ese  Departamento Autonómico asuma el  hecho  de  haber

incumplido el  Decreto  de garantía de atención quirúrgica,  así  como la

circunstancia de que el paciente, actualmente, ya ha sido intervenido de su

dolencia de cadera.

Segunda.- No obstante lo anterior, y aún cuando el Sr. V. precisara

una prótesis especial, que por su mayor coste y complejidad, no fue aceptada

por  ninguno de los centros concertados con los que trabajan,  por lo que se

optó por ser intervenido en el Hospital de Alcañiz,  tal y como se señala en el

informe  proporcionado,  el plazo de demora máximo para  su  intervención

venció  el  pasado  19  de junio de 2006, no siendo operado  hasta  el 2 de

noviembre del año  en  curso, demora que, a entender de  la Institución que

represento, es  excesiva, máxime cuando el paciente  ha  sufrido  fuertes

dolores y no fue informado de las circunstancias que concurrían en su caso y

que motivaron este retraso.

Tercera.- El artículo 7 de la Ley 14/86, de 25 de abril,  General de

Sanidad, establece que los servicios sanitarios, así como los administrativos,

económicos y cualesquiera otros que sean precisos para el funcionamiento

del  Sistema de  Salud,  adecuarán su organización y funcionamiento a los

principios de eficacia, celeridad, economía y flexibilidad.



Por otra parte, el artículo 3.1 de la Ley 14/1986, General de Sanidad,

determina  que “los  medios y actuaciones del sistema  sanitario, están

orientados a la promoción de la salud”. Además, el artículo 6.2 prevé que las

actuaciones de las Administraciones Públicas Sanitarias estarán orientadas a

garantizar  la asistencia  sanitaria en todos los casos de  pérdida  de  salud,

actuaciones que  deben estar presididas por los principios  de  eficacia y

celeridad.

De la normativa anterior se concluye que la eficacia en la protección

de  la  salud dependerá,  en gran medida, del buen funcionamiento  de los

servicios sanitarios.

Cuarta.- La Ley 6/2002, de 15 de abril, de Salud de Aragón, en su

artículo  4  c),  relativo  a  los derechos de los ciudadanos  establece  que los

ciudadanos gozan  del  derecho “a una atención sanitaria  adecuada a las

necesidades individuales y colectivas, orientada a conseguir la recuperación,

dentro  de  la mayor  confortabilidad, del modo más rápido  y  con  la  menor

lesividad posible, de sus funciones biológicas, psicológicas y sociales.”

Quinta.- Por ello, y sin perjuicio de ser conscientes de la asunción por

parte  de  ese  Departamento Autonómico de la disfunción  detectada, se

estima  que no  se  puede condicionar el cumplimiento  del  Decreto a

incidencias organizativas que deben ser previsibles en  el  funcionamiento

normal de los servicios.

No  obstante,  en  la confianza de que por parte de  la  Dirección del

Servicio Aragonés de Salud existe un deseo de superar cualquier disfunción

que pudiera producirse  en el tratamiento y asistencia a los ciudadanos, es

por lo que, en uso de las facultades que me confiere la Ley 4/1985, de 27 de

Junio,  reguladora  del Justicia de Aragón, he resuelto  elevar a la

consideración la siguiente:

III.-  RESOLUCIÓN.



Sugerir que en lo sucesivo, se adopten las medidas oportunas para

garantizar  el  cumplimiento los plazos máximos de respuesta  quirúrgica

establecidos en el Decreto.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo

no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada,

indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


